
 

Santiago, 27 de junio de 2024.  
 
Sra. 
Marlene Pérez Cartes 
Diputada 
Presidenta Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación 
 
Presente 
 
Junto con saludar cordialmente por su intermedio a la Excelentísima Comisión de Desarrollo 
Social, Superación de la Pobreza y Planificación de la Cámara de Diputadas y Diputados, 
escribimos como Mesa de Residencias con el objetivo de ofrecer toda nuestra experiencia 
en el trabajo de cuidado y protección de los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus 
derechos para abordar las diversas estrategias que nos permitan salir como país de esta 
crisis que se arrastra hace décadas.  
 
La Mesa de Residencias está compuesta por 38 organismos colaboradores del Servicio 
Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia a nivel nacional. Funciona 
desde 2017 y representa al 52,2 % del total de niños y niñas que están en residencias: 133 
residencias y 2.592 niños, niñas y adolescentes.  
 
Desde finales de 2022 nos hemos reunido con diversas autoridades del Servicio Nacional de 
Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, de la Subsecretaría de la Niñez, del 
Ministerio de Desarrollo Social y Familia y de la Presidencia, para plantear las dificultades y 
las barreras existentes para el funcionamiento de los programas de acogimiento residencial 
y brindar una atención de calidad, sin respuestas concretas a nuestras demandas y 
preocupaciones. En reiteradas oportunidades hemos solicitado crear una mesa de trabajo 
con el referido Servicio, SENAME, MINSAL, MINEDUC y SENDA, con el propósito de tomar 
medidas efectivas a corto y mediano plazo para sobrellevar esta crítica situación.  
 
Debemos ser muy enfáticos en destacar que el responsable de esta crisis no es 
exclusivamente el Servicio de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, sin 
perjuicio de los problemas de gestión que sin duda existen, es el Estado en su conjunto, que 
por décadas ha carecido de la voluntad sostenida de priorizar a los niños, niñas y 
adolescentes vulnerados en sus derechos y asumir su rol de garantes de derechos. 
 
Las organizaciones que ejecutamos programas residenciales aprendimos a vivir en una 
urgencia constante, sin embargo, hoy con los cambios que ha experimentado el país, 
migración, narcotráfico, delincuencia de por medio, ha llegado a un nivel insostenible. 
 
No necesitamos más diagnósticos. Necesitamos que exista una voluntad política real y 
transversal para que el Estado en su conjunto reaccione y pueda darles prioridad a los niños 
que pocas veces han tenido una oportunidad. 



 

Junto al problema de los sobrecupos en las residencias, visibilizado recientemente por el 
reportaje de 24horas de TVN, la crisis tiene otra serie de aristas que creemos importante 
puntualizar: 
 

- Como consecuencia de la descoordinación del Estado, hoy los niños están a la espera 
de horas, hospitalizaciones para estabilización y tratamientos de salud mental. Hay 
serios problemas de cobertura en el sistema de salud pública y pocos especialistas. 
Por otra parte, en el ámbito del consumo de sustancias, Senda no acoge a los niños 
con problemas de consumo y no hay programas efectivos de tratamiento para 
adicciones. Las residencias no están preparadas para ser centros de rehabilitación. 
Asimismo, la educación pública los discrimina a la hora de conseguir cupos de 
matrícula o los acepta en horarios muy reducidos.  

- En términos de oferta programática, actualmente tampoco existe una oferta 
especializada y diversificada de programas residenciales. Es así, que nos vemos 
obligados a atender a niños y niñas con características y necesidades muy distintas 
(consumo de sustancias, explotación sexual, problemas de salud mental grave, 
discapacidades y adolescentes que han cometido delitos). Esto provoca casos graves 
de vulneración de derechos entre pares; aumento sostenido de las agresiones a 
las/os cuidadoras/es; alta rotación de los equipos y aumento de licencias, 
impactando negativamente en los procesos de intervención. 

- Además, debemos enfrentar la ausencia de una planificación territorial para la oferta 
de residencias. El cierre de los CREAD de Administración directa del Servicio (AADD) 
para instalar residencias familiares ha reducido la cobertura estatal y ha llevado a 
una redistribución de niños y niñas sin una planificación territorial efectiva. Hoy 
enfrentamos residencias sobrepobladas, sub atendidas y traslados a residencias 
lejanas a sus casas, lo que dificulta la revinculación familiar.  

 
Sumado a lo anterior, las residencias enfrentamos un creciente déficit económico, que 
alcanza en promedio un 30%, generado por la distancia entre el aporte del Estado y el gasto 
real por niño, lo que también contribuye el creciente cierre de residencias y una oferta cada 
vez más reducida.  
 
Por todo lo anterior hemos propuesto al ejecutivo una serie de medidas para el corto plazo: 
 

a. Conformar comité de crisis en el Servicio con participación de las distintas áreas 
internas y convocar formalmente a las OCAS para implementar una estrategia de 
abordaje. 

b. Actualización de las Orientaciones Técnicas en base a las necesidades actuales de los 
niños, niñas y adolescentes, a la experiencia de los organismos colaboradores, 
establecimiento de una mesa de trabajo conjunta e incorporar la evidencia y los 
estudios ya levantados por el propio Servicio y algunas OCAS. 



 

c. Apertura de las residencias de administración directa: el año 2023 de las 5 
residencias comprometidas, se abrieron sólo 2 y este año se les traspasó recursos, al 
Servicio, para abrir 7 nuevas residencias de administración directa. Que se ejecute la 
apertura de estas residencias en un plazo de 3 meses y que provean un servicio 
especializado para los casos de NNA con mayores necesidades de protección (hay 
OCAS que en un mes y medio abren una residencia). 

d. Preparar la licitación anunciada para agosto de residencias con reglamento de pago 
2 y dos programas complementarios, para asegurar la presentación de oferentes 
para cubrir la demanda requerida. 

e. Que el Presidente de la Republica convoque a los sectores de los que más se requiere 
apoyo, para que trabajen con el Servicio y atiendan las situaciones más complejas 
(que estimen demanda y costos adicionales o redireccionamiento de recursos): 
Salud mental, drogas, justicia juvenil y educación (apoyos pedagógicos específicos), 
SENADIS. 
En el presupuesto 2025 debiera quedar reflejado en recursos adicionales y en ajustes 
programáticos, de todos los sectores involucrados. 
 

El Estado necesita a la sociedad civil en esta labor y si no hay mecanismos y herramientas 
concretas, las licitaciones continuarán quedando desiertas, las residencias actuales 
continuaran con sobrecupos, y aumentará el número de niños y niñas sin posibilidad de 
ingresar al sistema de cuidado alternativo exponiéndolo a vulneración de derechos, y otras 
consecuencias que ya hemos señalado.  Agradecemos el espacio que se ha dado la Comisión 
para abordar en profundidad la grave situación que nos afecta como país, el tono con que 
la problemática se busca tratar y quedamos a su entera disposición para contribuir a que 
esta crisis pueda traducirse en una nueva oportunidad para las niñas, niños y adolescentes 
que debemos proteger antes de que sea demasiado tarde. 
 
Agradeciendo su buena acogida,  
 
Atentamente,  
 
 
Coordinación Mesa de Residencias 
Lisette Allende, Fundación María de la Luz 
Teresa Izquierdo, Corporación Misión de Maria 
Paulina Fernández, Aldeas Infantiles SOS 
Erica Ponce, Fundación Niño y Patria 
Daniela Vergara, Corporación Crecer Mejor 


